UNA LEY CONSENSUADA PARA QUE LAS OPERACIONES DE ALIVIO Y CONDONACIÓN DE LA DEUDA EXTERNA ESPAÑOLA,  ACTUEN A FAVOR DE LAS NECESIDADES Y PRIORIDADES DE LOS PAÍSES EMPOBRECIDOS : 

AVANCES HACIA UNA MAYOR COHERENCIA DE LA POLÍTICA PUBLICA DE AYUDA AL DESARROLLO Y PARA EL CUMPLIMIENTO DE LOS OBJETIVOS DEL MILENIO.

En el mismo día que se celebra el Debate del Estado de la Nación,  la Ponencia sobre la Ley que regulará la gestión de la deuda externa en España,  ha aprobado  en la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso de los Diputados el Dictamen  aprobación por el Pleno, que eleva los niveles de coherencia, control parlamentario, participación social, transparencia e información pública, que deben regir este tipo de operaciones.

30 Mayo 2006

El trabajo conjunto de los GP  realizado en este segundo período  de sesiones de esta Legislatura y el esfuerzo del GPS por conseguir el mayor consenso posible en torno a esta importante iniciativa, ha sido muy importante porque: 

1. Contamos con un instrumento normativo que marca las orientaciones de la política de gestión de deuda del Gobierno Español para los próximos años. 

2. Implica contar por primera vez  con una legislación sobre deuda externa de España como país acreedor y como instrumento de lucha contra la pobreza,  que se suma, por tanto, al logro alcanzado en 1998 con la Ley de Cooperación Internacional. 

3. Ocho años después se ha aprobado finalmente el Estatuto del Cooperante y, en ese mismo sentido, tiene que considerarse la Ley de gestión de la deuda externa, como un avance en los objetivos de lucha contra la pobreza. Como se recuerda en la Exposición de Motivos de la futura Ley,  muchos son los países que  “…todavía siguen destinando un mayor volumen de recursos al servicio de la deuda que a la educación o a la sanidad…”. De ahí que  nuestro país cumpla de esta forma con la meta 15 del Objetivo 8 de la Declaración del Milenio, compromiso de los países ricos que sirva para “…encarar los problemas de la deuda de los países en desarrollo con medidas nacionales e internacionales, a fin de hacer la deuda sostenible a largo plazo”.

4. Porque  la política  de condonación y alivio de la deuda española, se orienta, a partir de esta ley, en una serie de principios y orientaciones: 

· Su vinculación a las necesidades de de desarrollo de los países deudores y a las orientaciones de la política de cooperación (ver  art.3b) y art.7). Por tanto una condicionalidad vinculada  al compromiso del país deudor de utilizar los recursos liberados en inversión para su propio desarrollo, mediante  sus estrategias propias  de reducción de la pobreza.  (ver art 3 e))

· Se dan avances sustanciales en el objetivo de progresiva  desvinculación de la ayuda y en la iniciativa local como mecanismo generador de la capacidad productiva para utilizar dichos recursos liberados (ver art 5,2…)

· Nuestro país armoniza su política de gestión de deuda en torno a instrumentos y a políticas de carácter multilateral, buscando un mayor impacto y coordinación de la misma (ver art 3 d) y por tanto, España se alineará con aquellos países y mecanismos que orienten sus políticas hacia la prevención de nuevos endeudamientos. (Ver exposición de Motivos y DA segunda) 

· Establece mecanismos e instrumentos para su aplicación, desarrollo y seguimiento adecuados. (Plan Director de Cooperación y Planes Anuales, Informes Anuales al Congreso de los Diputados, participación del Consejo de Cooperación para el Desarrollo (Exposición de Motivos y DA tercera)
· Se establecen  mecanismos de  información y transparencia (ver DA 1ª y 3ª) y de participación social, lo que implica el control democrático de esta gestión aquí, en nuestro país y allí, con la sociedad civil  de los países beneficiarios de las operaciones de condonación o reducción de deuda, lo que  redundará en beneficio de su democracia y de la correspondiente legitimación de las organizaciones de la sociedad civil de los países receptores de la AOD española. (Ver 5.2)
5. Finalmente, esta Ley marca un compromiso  de próxima  regulación  que , a su vez,  implicará una mayor coherencia de los instrumentos de la cooperación internacional y en particular de los mecanismos que generan deuda. (Ver nueva D. transitoria única)  que establece el  compromiso legislativo del Gobierno para  reformar los FAD (fondos de Ayuda al desarrollo), en un plazo determinado, en esta Legislatura.
En suma una política pública del componente de la deuda en el marco de la  Ayuda O oficial al Desarrollo española que implicará:

· La coordinación interna  entre los distintos Ministerios (de Economía y Hacienda; Industria, Turismo y Comercio; y Asuntos Exteriores y Cooperación), promoviendo la coherencia de la política económica, exterior y de cooperación para el desarrollo. 

· Una mejor coordinación multilateral con  las Instituciones Financieras Internacionales (IFIs), así como con otros acreedores. Promoviendo compromisos multilaterales en el seno de las IFI y del Club de Paris. En este foro los principales acreedores soberanos del mundo adoptan soluciones coordinadas ante problemas de deuda comunes.

· Promoviendo la  “apropiación” de los programas tendentes a alcanzar la sostenibilidad de la deuda por parte de los propios países deudores, que deben ser los principales responsables y beneficiarios de sus esfuerzos de desarrollo, buscando la proporcionalidad de la medida adoptada con el alcance de sus  problemas financiero y social, así como su destino efectivo en gasto social.

Debe recordarse   que tras la aprobación del Plan Director de la Cooperación Española 2004-2008, España es uno de los países del mundo más activos en materia de conversión de deuda por inversiones. 

Esta ley significa asumir una serie de principios  y orientaciones de la gestión de la deuda con las países empobrecidos, en la línea de las reivindicaciones de la sociedad civil que en sus últimas campañas han venido reclamando una mayor planificación, transparencia informativa y participación social

